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P. DEL S. 693
INFORME DE MINORÍA
6 de junio de 2022
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

El Senador que suscribe, previo estudio y consideración del Segundo Informe Positivo radicado por la Comisión de Asuntos de Vida y Familia del Senado de Puerto Rico el 3 de junio de 2022 con relación al Proyecto del Senado 693, presenta este Informe de Minoría al amparo de la Sección 32.4 del Reglamento del Senado de Puerto Rico, en el cual objetamos la conclusión de la Comisión antes referida y esbozamos los fundamentos por los cuales entendemos que procede la NO aprobación del Proyecto del Senado 693. 

ALCANCE DE LA MEDIDA:

El Proyecto del Senado 693 tiene el propósito de establecer “Ley para la Protección del Concebido en su Etapa Gestacional de Viabilidad”.
INDRODUCCIÓN:

El Proyecto del Senado 693 (en adelante, PS 693) fue radicado el 6 de diciembre de 2021 por las senadoras Riquelme Cabrera y Rodríguez Veve, y los senadores Dalmau Santiago, Rivera Schatz, Torres Berríos, Soto Rivera y Ruiz Nieves. Previo a la discusión de la medida y el informe de la Comisión informante, nos parece medular poner en contexto el trámite legislativo que ha tenido el PS 693 desde su radicación.
· 6 de diciembre de 2021- Se radica la medida, se le da primera lectura y se refiere a la Comisión de Asuntos de Vida y Familia.

· 30 de marzo de 2022- Se radica un primer informe positivo sobre la medida. Este informe se radica sin realizarse vistas públicas y con señalamientos de ponencias y memoriales dejados de incluir en el informe.
· 4 de abril de 2022- Apareció en el Calendario de Órdenes Especiales del día para ser considerado en la sesión. En esa misma fecha, precisamente por los reclamos de falta de transparencias y participación, el Senado devolvió la medida a la Comisión de Asuntos de Vida y Familia y, en segunda instancia, se le refiere a la Comisión de Asuntos de las Mujeres. 
· Se llevaron a cabo cuatro (4) vistas públicas los días 26, 29 y 30 de abril y el 6 de mayo de 2022.

· El pasado 2 de junio de 2022 se lleva a cabo una Reunión Ejecutiva de la Comisión informante donde se aprueba un Segundo Informe sobre el PS 693.

· El pasado 3 de junio de 2022 se radica el Segundo Informe sobre el PS 693, objeto de este Informe de Minoría.
ALCANCE DEL INFORME: 
En este parte, procederemos a desmenuzar algunas partes del Segundo Informe sobre el PS 693 y a confrontar los propósitos de la medida con la realidad vertida en los memoriales explicativos y en la discusión en las vistas públicas llevadas a cabo.

Sin embargo, previo a esto, entendemos medular dejar claro en el récord legislativo que la Comisión de Asuntos de Vida y Familia, como parte del proceso evaluativo de la pieza legislativa recibió los siguientes memoriales en contra del PS 693:

· Campaña Nacional Aborto Libre, Seguro y Accesible

· American Civil Liberties Union Puerto Rico (ACLU-PR)

· Asociación Puertorriqueña Pro Bienestar de las Familias, Inc. (Profamilias)

· Colegio de Médicos Cirujanos de Puerto Rico

· Puerto Rico Obstetrics and Gynecology, Inc. (PROGYN)

· Departamento de Salud de Puerto Rico

· Proyecto Matria, Inc.

· Asociación de Psicología de Puerto Rico (APPR)

· Colegio de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico (CPTSPR)

· Departamento de Justicia de Puerto Rico

· Fòs Feminista

· Inter-Mujeres Puerto Rico

· International Planned Parenthood Federation-Americas and the Caribbean Regional Office (IPPF-ACRO)

· Taller Salud, Inc.

· Movimiento Amplio de Mujeres de Puerto Rico (MAMPR)

· National Organization for Women (NOW)

· Sociedad Maternofetal

· Centro Salud y Justicia

· Departamento de Psicología de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Río Piedras

· Dra. Yari Vale Moreno, FACOG Departamento de Obstetricia y Ginecología del Recinto de

· Ciencias Médicas, Universidad de Puerto Rico

· Hispanic Federation

· Lcdo. Eduardo Bhatia Gautier
Asimismo, la Comisión recibió los siguientes memoriales a favor del PS 693: 

· Centro Guadalupe Vida y Familia

· Cree Women's Care

· Portavoces Conciencia

· Fraternidad Pentecostal de Puerto Rico (FRAPRE)

· Joseph Pardo- Toda la Vida, Cree Women’s Care y Camino a Sanar

· Asamblea de Padres

· Mujeres por Puerto Rico

· Dra. Rosalina Valcarcel-Ruiz

· Lcdo. Hector Reichard Cardona

· Sra. Briceida Hernández Pimentel

· Sra. Rosario A. Vélez Rosario

· Claribel Maldonado

· Pastor y Dr. Carlos F. Benítez Berríos

· Dr. Iván Lladó

· Lcda. Sonimar Lozada Rodríguez

· Sacerdote y Lcdo. Carlos Pérez Toro

· Lcdo. Jorge Lucas Escribano

· Rvdo. Hernán Rivera Rivera, Obispo (IDPMI)

· Cathy Sue Cordero

· Sr. Edgardo Aubray Pérez y Sra. Edna Aubray

· Sra. Lymari Ocasio Pérez y Luis A. Scharón Cruz

Para el mejor análisis de nuestros comentarios, dividiremos los mismos en aquellos supuestos en que la medida ante nuestra consideración se basa.

Preservación de la vida

El espíritu legislativo que persigue la medida, según sus autores es el preservar la vida, presumiendo a que en Puerto Rico existe un problema de abortos realizados sin criterios médicos en etapas avanzadas de gestación.
No existen datos que evidencien lo anterior, ni los autores presentaron evidencia de esto, ni los memoriales recibidos lo evidencia, ni los deponentes pudieron evidenciar terminaciones de embarazos en etapas avanzadas sin criterio médico.

En la ponencia del Departamento de Salud solo se evidencias los nacimientos prematuros en Puerto Rico de 28 semanas o menos. No dice que estos nacimientos son productos de terminaciones de embarazos “fallidos”. Tampoco se especifican cuantos nacimientos fueron a la semana 22 como propone la medida. 

Similar propósito fallido tuvo la participación de algunos deponentes en las vistas cuando establecieron sus comentarios. Por una parte, la Sra. Sue Cordero dio a luz a su hija en la semana 24, con un embarazo deseado y sobrevivió. Lo que no dice el informe es que ella dio a luz en los Estados Unidos, no en Puerto Rico, donde hay mayor probabilidad para un niño o niña prematuro o prematura. Lo que tampoco dice el informe es que la Sra. Cordero, no pudo contestar cómo hubiese sido la experiencia si la situación hubiese ocurrido en Puerto Rico. Por último, pero vital en esta discusión, es que la Sra. Cordero se enteró a las 18 semanas de su embarazo ya que estaba en tratamiento para endometriosis.

Por otra parte, la Sra. Ocasio Pérez habló de su embarazo deseado y el nacimiento prematuro a las 27 semanas. Ninguna de las deponentes, que evidentemente, se presentaron para intentar validar la posición de la medida ante n nuestra consideración, pudo ayudar mucho a servir este propósito debido a que sus circunstancias personales distan mucho de alegado propósito de esta medida.

Según el Colegio de Médicos Cirujanos, en Puerto Rico el PS 693 constituiría una limitación a la práctica de la medicina. Además, mencionó que las exigencias de la medida de un segundo facultativo médico y la necesidad de instituciones hospitalarias para realizar procedimientos, haría oneroso los procedimientos de terminaciones de embarazo.

Según varios doctores del Departamento de Obstetricia y Ginecología de la Escuela de Medicina de la UPR, prácticamente ningún nacimiento a las 22 semanas de gestación sobreviviría en Puerto Rico. En su experiencia sobre el 80% fallecen. Mencionaron que solo el 1% de las terminaciones de embarazos son posteriores a las 22 semanas y que estas son consultadas en un comité de ética y validadas por un criterio médico. 

De lo anterior, se desprende la incapacidad de la Comisión informante en poder demostrar que existen en Puerto Rico terminaciones de embarazos en etapas avanzadas realizados sin criterio médico. Se desprende el gran riesgo que intenta imponer la medida de una prohibición de terminaciones de embarazos pasadas las 22 semanas y de otras disposiciones que propone la medida, toda vez que harían inaccesible los servicios de salud a personas gestantes. Todo por “solucionar” un problema que no existe. Si esto es así, cabe preguntarse: ¿a que realmente responde esta medida?
Falta de estadísticas y fiscalización
Otro supuesto en el que se basa la medida es que no existen estadísticas sobre embarazos en Puerto Rico y que el Departamento de Salud falla en su deber de fiscalización sobre los centros y clínicas donde se realizan terminaciones de embarazo. 

En primer lugar, es menester enfatizar en que actualmente el Departamento de Salud cuenta con el Reglamento 7654 del 29 de diciembre de 2008 titulado “Reglamento de los Centros de Terminación de Embarazos” en cumplimiento con los estándares del propio Departamento y con los estándares y leyes federales, incluyendo HIPPA. En el Artículo 6 del Capítulo IX ya se les requiere una compilación estadística a las clínicas, las cuales hoy están en constante comunicación con SARAF, oficina encargada en el Departamento de Salud del licenciamiento de estas clínicas.

El proyecto propone la creación de un Registro de información. Sin embargo, ignora la existencia de los requerimientos, disposiciones y estándares del Reglamento antes citado. Un aspecto medular que guarda silencio la medida ante nuestra consideración es que actualmente tanto las inspecciones, como de servicios de salud que reciben las personas pacientes son confidenciales. Si se aprobase la medida, ¿esa información seguiría siendo confidencial?


Si existiera un problema de fiscalización con el Departamento de Salud, existen otras medidas menos onerosas y estigmatizantes en hacer valer el reglamento actual. No existe, ni se evidenció en las ponencias o en las vistas públicas, razón para crear un registro que vulneraría toda confidencialidad; una carpeta que tendrá el efecto de desalentar a personas a terminar con su embarazo, lo cual es su derecho.

Constitucionalidad de las propuestas

Sin duda, mucha de la discusión sobre el PS 693 giró en torno a la constitucionalidad o no de la propuesta legislativa. La medida se cimenta en el supuesto que el derecho de una mujer o persona gestante a terminar su embarazo no es absoluto y que existe un interés apremiante del Estado en preservar la vida luego de la viabilidad. Sobre esto, la Comisión recibió importantes comentarios que son importantísimos plasmar en este Informe de Minoría.

Previo a esto, debemos enfatizar en que nuestra constitución reconoce expresamente el derecho a la intimidad, en comparación con la carta de derechos de los Estados Unidos, razón por la cual es de factura más ancha. 

Según se desprende de los memoriales del Departamento de Justicia, la ACLU e Inter Mujeres, en Roe v Wade, el Tribunal Supremo de Estados Unidos determinó que el derecho a la privacidad de a la mujer le garantiza su decisión con respecto al aborto y solamente ese derecho queda limitado por intereses legítimos del estado que varían de acuerdo a las distintas etapas del embarazo. El caso de Pueblo v Duarte Mendoza, nuestro Tribunal Supremo aplicó la norma jurisprudencial de Roe v. Wade. Este caso es norma vigente y vinculante en Puerto Rico al presente.

El Tribunal Supremo de Estados unidos también resolvió Planned Parenthood of Southeastern Pennsylvania v Casey. Este caso es de suma importancia porque es el caso en el que el Tribunal Supremo de Estados Unidos, sin revocar Roe v Wade, determina que la doctrina de los trimestres se debe modificar a una de viabilidad y dice que “la libertad de la mujer no se puede extinguir ante una situación jurídica en que la norma no es clara. Nosotros tenemos la obligación de determinar la sustancia de la libertad de la mujer a decidir si lleva a terminación o no su embarazo. Y, esa línea la trazamos en la viabilidad para que antes de esa línea, la mujer tenga todo derecho, sin intervención gubernamental, de terminar con su embarazo”. La corte de Casey es clara diciendo que el derecho a la mujer a terminar su embarazo antes de viabilidad es el principio central de Roe v Wade y es una norma y un componente de libertad al que no podemos renunciar.


El memorial provisto por la ACLU nos ilustra la jurisprudencia señalando que la corte de Casey también reconoce que el Estado tiene, en las etapas después de viabilidad, un interés en proteger la potencialidad de la vida humana, afirmando la decisión de Roe v Wade. Pero, dice que por más incómodo que sea para las personas jueces que deciden y por más moralidad personal que quisieran usar para decidir el caso, ciertamente no se utilizará la ideología ni moralidad personal para revocar una libertad personal. Y, esto lleva a la decisión del tribunal de que cuando las regulaciones de salud impuestas por el gobierno tienen el propósito y efecto de presentar un obstáculo sustancial a la mujer que busca terminar con su embarazo, entonces le impone una carga indebida al derecho a decidir. Esto significa que toda norma de salud o médica propuesta por el Estado que trate el tema del aborto se debe mirar con la lupa de si dicha norma tiene el propósito o efecto de crear un obstáculo sustancial sobre la mujer que busca abortar y el proceso de aborto antes de que el feto sea viable, para determinar si crea una carga indebida sobre el derecho a abortar.

Y bajo esta lupa debemos mirar el PS 693: ¿Cumple esta medida con la norma jurisprudencial sobre el derecho a la intimidad consagrado en nuestra constitución? Veamos. 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA:
Luego de haber confrontado los memoriales y las participaciones en las vistas públicas contra los supuestos en los que se basa la propuesta, entendemos prudente dar una mirada a la medida, según ha quedado luego de producido el Segundo Informe.

Según redactado el entirillado electrónico que acompaña al Segundo Informe sobre el PS 693, la medida incorpora enmiendas sustanciales al proyecto original y al proyecto según informado por primera ocasión. Veamos.
1. Se enmendó la Exposición de Motivos para incluir una tabla provista por el Departamento de Salud que solo evidencia los nacimientos en o antes de las 28 semanas. Como mencionáramos anteriormente, nada dice la tabla sobre si estos nacimientos son productos de terminaciones de embarazos “fallidos”. Tampoco se especifican cuantos nacimientos fueron a la semana 22 como propone la medida. Entendemos que esto en nada abona a la discusión de la medida.
2. Enmienda la definición de “viabilidad” a los fines de establecer una presunción controvertible de que todo feto se entenderá viable a partir las 22 semanas poniendo el peso de la prueba en el medico. Sobre este aspecto debemos enfatizar dos (2) asuntos. La inconstitucionalidad de la referida presunción de viabilidad nos parece aflorar ya que se establece una norma por fiat legislativo. Esto va de la mano con el segundo punto, esta carga probatoria sobre el medico puede ser detrimental sobre caso de mujeres en “etapa de viabilidad” como define el proyecto, pero también contra mujeres que no han llegado a las 22 semanas. Primeramente, porque dependerá de muchos factores, incluyendo la disponibilidad de equipo medico e instalaciones que desconocemos si existen para poder rebatir la presunción y que se inmiscuyen en el criterio medico; pero mas importante, porque esto va a tener el efecto de desalentar a médicos en realizar terminaciones de embarazos en todas las etapas solo por no enfrentarse a esta prohibición, sus requisitos y riesgos. Esta disposición pudiera convertirse en una carga onerosa para mujeres a ejercer su derecho, incluso antes de la “etapa de viabilidad” impuesta en la medida.
3. Esta medida añade una prohibición de terminación de embarazo para aquellas mujeres víctimas de violación, obligándoles a inducirles un parto para dar el menor o la menor, de sobrevivir, en adopción o entrega voluntaria. No existen palabras para poder describir la monstruosidad que esto pudiera significar para una víctima de violación, ni hablar de sus derechos. Ni en las vistas, ni en los memoriales, se desprende tal recomendación. Tampoco fue objeto de discusión. ¿Cuál es el efecto psicológico que esto puede causar? ¿Es constitucional a la luz de la jurisprudencia y de nuestra constitución? Simplemente monstruosa esta enmienda.

4. Por último, esta medida mantiene, con enmiendas, el registro de información a ser recopiladas por todo centro o clínica de terminación de embarazo sin disponer de su confidencialidad. Esto pudiera convertirse, al igual que la presunción anteriormente discutida, en una carga onerosa para las mujeres en “etapa de viabilidad’ como para aquellas que se encuentran previo a este término ya que puede desalentar a ejercerlo, al menos de forma legal y salubre. Recordemos que las clínicas existen para ofrecer un espacio seguro, saludable y accesible para ejercer un derecho reconocido. Otro aspecto que guarda silencio la medida sobre si cumple este registro con las leyes federales.
CONCLUSIÓN: 

Luego del análisis de todos los memoriales y el proceso de vistas públicas, incluimos nuestras conclusiones sobre el PS 693: 
1. Todas y cada una de las terminaciones de embarazo que se realizan en Puerto Rico, sin distinción de edad gestacional, corresponden a criterios de salud porque son parte de una evaluación y criterio médico.

2. Las terminaciones de embarazo que se realizan en período de gestación mayor a las 22 semanas son casos extraordinarios, que corresponden a un riesgo mayor de salud a la persona gestante o al feto. Asumir que las mujeres y personas gestantes abortan en etapas de gestación más avanzadas por mera liberalidad es falso, y es una visión violenta hacia las mujeres y personas gestantes, que atenta contra sus derechos.
3. No existe una falta de regulación sobre los procesos de terminación de embarazos en Puerto Rico, incluyendo aquellos en gestaciones de 22 semanas o más. 

4. No existe una crisis de abortos o terminaciones de embarazos en Puerto Rico. 
5. El PS 693, con énfasis en el Registro que por este se crearía y por el establecimiento de una presunción de viabilidad y la forma de rebatirla, atenta contra el acceso a la salud de las personas embarazadas y su privacidad, así como de las personas médicas proveedoras del servicio de aborto.
6. El PS 693, con énfasis en el Registro que por este se crearía y por el establecimiento de una presunción de viabilidad y la forma de rebatirla, es una carga onerosa para las personas gestante y su privacidad, así como de las personas médicas proveedoras del servicio de aborto.

7. La prohibición de terminación de embarazo para aquellas mujeres víctimas de violación, obligándoles a inducirles un parto para dar el menor o la menor, de sobrevivir, en adopción o entrega voluntaria, además de ser una monstruosidad, es una carga onerosa para que una mujer ejerza su derecho a la intimidad.
8. Por todo lo anterior, a nuestro entender el PS 693 es inconstitucional de su faz bajo el crisol constitucional y jurisprudencial de Estados Unidos y el de Puerto Rico.
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, el suscribiente objeta la conclusión de la Comisión de Asuntos de Vida y Familia y recomienda la NO aprobación del Proyecto del Senado 693. 
Respetuosamente sometido,
José A. Vargas Vidot 
Senador Independiente [image: image1.png]




